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Recomendaciones: 
 

1. desarrollar y fortalecer las instituciones ambientales en los ámbitos nacional y 
regional; 

2. desarrollar y fortalecer aún más los marcos normativos (normas, entre otros) para 
mejorar la salud ambiental y cumplir los compromisos internacionales de Chile;  

3. examinar formas de fortalecer la capacidad de cumplimiento y fiscalización, incluso 
mediante reformas institucionales, como por ejemplo el establecimiento de un 
órgano de inspección ambiental; 

4. evaluar las posibilidades de introducir instrumentos económicos nuevos (cargos por 
residuos peligrosos, cargos por emisiones al aire, cargos por contaminación del agua, 
entre otros) y mejorar los mecanismos de creación de mercados; 

5. profundizar la aplicación de los principios “el que contamina paga” y “el usuario 
paga”, mediante cargos apropiados (sobre el manejo de residuos, el acceso a las 
áreas protegidas o los recursos naturales, entre otros), con la debida consideración 
de las restricciones sociales; 

6. desarrollar aún más y fortalecer la planificación territorial: planes comunales e 
intercomunales, planes de desarrollo urbano regional y planes de manejo de las 
costas y las cuencas fluviales; monitorear los humedales y asegurar su protección 
mediante reglamentos e incentivos; 

7. desarrollar un conjunto nacional de indicadores para medir el desempeño ambiental 
con respecto a objetivos nacionales y a compromisos internacionales; 

8. progresar aún más en la puesta en práctica de programas de calidad del aire, 
incluidos los relacionados con la minería y los que se orientan al material 
particulado (PM2.5, PM10) y al ozono; dar seguimiento al avance y a los efectos de 
los programas en la salud mediante indicadores apropiados; 

9. desarrollar normas de emisión nacionales (por ejemplo, para un conjunto 
seleccionado de fuentes industriales y para contaminantes tóxicos del aire); 

10. desarrollar el monitoreo de la calidad del aire en todas las ciudades principales y 
crear un sistema de manejo integrado de información del aire; 

11. desarrollar medidas de eficiencia energética para todos los aspectos del consumo de 
energía; 

12. examinar la combinación de la oferta futura de energía (incluidos los planes de 
contingencia), tomando en cuenta las consideraciones ambientales (emisiones de 
contaminantes del aire y gases de efecto invernadero, entre otras); 

13. poner en práctica planes de manejo del aire, el tráfico y el transporte en la Región 
Metropolitana; elaborar y ejecutar planes mejorados para reducir las emisiones del 
transporte en todas las ciudades; 

14. continuar invirtiendo en alcantarillado, tratamiento de aguas servidas y otras 
infraestructuras sanitarias en las áreas urbanas y rurales; 

                                                 
1 Fuente: OCDE Environmental Performance Reviews - Chile © OECD, 2005.Examens environnementaux de 
l’OCDE - Chili © OCDE, 2005. Edición en español: Evaluaciones del Desempeño Ambiental, Chile, OCDE-
CEPAL, 2005; Parte I Conclusiones y Recomendaciones. 



15. aumentar el tratamiento eficaz de efluentes industriales, y fortalecer las capacidades 
de inspección y cumplimiento de las normas relacionadas; 

16. reducir los efectos de la agricultura (relacionados con el riego, nutrientes, pesticidas 
y salinización, entre otros) en la calidad y la cantidad del agua; 

17. desarrollar un enfoque integrado de gestión de cuencas para mejorar el manejo de 
los recursos hídricos y forestales y para proporcionar servicios ambientales con más 
eficiencia; 

18. hacer más énfasis en el manejo del agua para la protección de los ecosistemas 
acuáticos; mejorar la integración de las consideraciones ambientales en el manejo 
del agua estableciendo un régimen sólido para los caudales ecológicos mínimos y 
normas biológicas sobre la calidad del agua; 

19. mejorar la base de información y conocimientos sobre el manejo del agua (control 
de la calidad del agua del medio ambiente, registro de derechos de agua, datos sobre 
gasto y financiamiento, entre otros); 

20. completar y ejecutar en su totalidad los planes de acción y estrategias de diversidad 
biológica nacional y regionales y asignarles los recursos apropiados; 

21. revisar los acuerdos institucionales y legislativos para el manejo de la naturaleza y 
la diversidad biológica; 

22. desarrollar una visión estratégica de los papeles complementarios de las áreas 
protegidas estatales y privadas con el fin de lograr una red coherente de áreas núcleo 
protegidas, zonas de amortiguamiento y corredores ecológicos; 

23. incrementar los esfuerzos financieros para satisfacer el objetivo de proteger el 10% 
de todos los ecosistemas significativos en Chile (incluidas las áreas costeras y 
marinas) y fomentar las actividades para la aplicación de la legislación relacionada 
con la naturaleza; 

24. establecer una iniciativa coordinada de los organismos estatales y las instituciones 
académicas para construir la base de conocimientos científicos (incluida la 
elaboración de un catálogo de las especies vivas) necesaria para el manejo de la 
naturaleza; 

25. acelerar el avance hacia el establecimiento de un sistema eficaz de ordenamiento 
territorial que sea capaz de incorporar los valores de la diversidad biológica; 

26. identificar y usar mecanismos adicionales, incluidos los instrumentos económicos, 
para crear oportunidades en las políticas de turismo y de naturaleza de beneficio 
mutuo; 

27. desarrollar análisis económicos de las políticas relacionadas con el medio ambiente, 
ampliando tanto la información económica sobre el medio ambiente (sobre gasto en 
medio ambiente, impuestos relacionados con el medio ambiente, evaluación de 
riesgos para la salud, precios del agua y la energía, entre otros) como el análisis 
costo-beneficio de los proyectos y la legislación relacionada con el medio ambiente; 

28. examinar maneras y medios de integrar consideraciones ambientales en los 
instrumentos y las políticas fiscales; 

29. llevar a cabo evaluaciones ambientales estratégicas relativas a i) el marco de la 
política energética de Chile y ii) los planes de transporte de largo plazo para la 
Región Metropolitana de Santiago, para otras áreas urbanas y a nivel nacional; 

30. sobre la base de una evaluación social de costos y beneficios de la eficiencia 
energética y de fuentes de energía renovables no convencionales, considerar la 



posibilidad de otorgar un incentivo financiero positivo para estimular una 
asimilación más rápida; 

31. asegurar que, en lo sucesivo, los acuerdos de producción limpia en el sector agrícola 
incluyan objetivos con fechas límite para el manejo de pesticidas y nutrientes, 
expresados como intensidad de uso, e informes de avance anuales auditados; 

32. formalizar los mecanismos de integración institucional relativos al desarrollo 
sustentable; 

33. reducir aún más el impacto ambiental del sector minero (contaminación del aire con 
SO2 y arsénico, contaminación del agua, sitios y tranques de relaves abandonados, 
entre otros); 

34. prestar atención especial a las empresas mineras pequeñas y medianas con 
asistencia tecnológica y financiera, consultorías y mejores relaciones con las 
grandes empresas mineras; 

35. aumentar el aporte financiero del sector minero para apoyar la inversión de largo 
plazo en capital humano y social y para aplicar el principio “el que contamina paga”, 
conforme a la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente; contemplar la 
creación de un mecanismo que permita captar apropiadamente las rentas de recursos 
asociadas con la explotación de minerales; promover un acuerdo entre las partes 
interesadas sobre las orientaciones estratégicas nacionales relativas a los recursos 
forestales (protección, manejo sustentable, plantación); 

36. adoptar y ejecutar medidas para asegurar el manejo sustentable del bosque nativo, 
incluidas recompensas por servicios ambientales, mecanismos de cumplimiento 
recíproco, asociaciones y cooperación entre las partes interesadas sobre la gestión 
general; 

37. fortalecer la capacidad de fiscalización de la Corporación Nacional Forestal 
(CONAF); 

38. mejorar la protección ambiental y sanitaria en la acuicultura (con respecto a la 
eutrofización, las fugas de salmón, el equilibrio ecológico de los lagos,  el uso de 
antibióticos, la vigilancia epidemiológica, la erradicación de las enfermedades 
infecciosas, entre otros), particularmente fortaleciendo la capacidad para hacer 
cumplir las normas y los reglamentos; 

39. aplicar el principio “el que contamina paga” en la industria acuícola en el contexto 
de la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente; 

40. completar un plan preciso de zonificación costera de la acuicultura; adoptar un 
manejo ambiental integrado para las áreas costeras; 

41. consolidar los esfuerzos para producir información ambiental, informes de la 
situación del medio ambiente e indicadores ambientales con el fin de fortalecer la 
toma de decisiones y la información pública, tomando en cuenta las metodologías 
internacionales; 

42. continuar mejorando la participación pública en procesos como evaluaciones del 
impacto ambiental de los proyectos y las evaluaciones ambientales estratégicas de 
los planes, políticas y programas públicos; 

43. continuar con los esfuerzos por mejorar la salud mediante el progreso ambiental 
sobre la base de objetivos específicos, con atención especial a los pobres; examinar 
los efectos del uso de pesticidas en la salud de los trabajadores agrícolas y las 
comunidades rurales y adoptar estrategias y medidas para reducir el riesgo; 



44. fortalecer la educación y conciencia ambientales con una estrategia de aprendizaje 
ambiental de largo plazo y un plan nacional de educación ambiental que incluya: i) 
integrar más aún las materias ambientales en los planes de estudios de las escuelas 
primaria y secundaria, y ii) desarrollar el conocimiento ambiental mediante 
asociaciones profesionales, así como los sistemas de manejo ambiental en las 
empresas; 

45. aumentar el empleo en el sector del medio ambiente, con atención especial al 
patrimonio cultural y material como base para el desarrollo turístico y a la 
producción orgánica de alimentos para desarrollar la agricultura; 

46. dar continuidad a las iniciativas orientadas a la ratificación y la ejecución de los 
tratados internacionales y, según corresponda, a los instrumentos jurídicos de la 
OCDE, y publicar evaluaciones periódicas de las actividades realizadas en materia 
de cumplimiento de los compromisos ambientales internacionales; 

47. continuar fomentando el apoyo mutuo de las políticas comerciales y ambientales 
mediante el fortalecimiento y la ejecución eficaz del marco regulador ambiental y la 
promoción de la responsabilidad social empresarial; 

48. asegurar que las actividades de cooperación asociadas con los tratados comerciales 
estén orientadas a mitigar todo efecto nocivo que puedan tener las exportaciones de 
recursos naturales a gran escala en el medio ambiente; 

49. fortalecer el manejo de residuos de sustancias químicas y peligrosas con arreglo a 
los tratados internacionales, en especial el Convenio de Estocolmo sobre 
contaminantes orgánicos persistentes, el Convenio de Rotterdam sobre el 
procedimiento de consentimiento fundamentado previo aplicable a ciertos 
plaguicidas y productos químicos peligrosos objeto de comercio internacional, y el 
Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de los 
desechos peligrosos y su eliminación; completar y poner en práctica planes 
nacionales sobre contaminantes orgánicos persistentes y residuos peligrosos; 
fortalecer las actividades de fiscalización, desarrollar los registros de liberación y 
transferencia de contaminantes y perfeccionar el marco regulatorio para mejorar el 
manejo de los productos químicos a lo largo de todo su ciclo de vida; 

50. dar continuidad a las iniciativas nacionales y bilaterales en las áreas de 
investigación, seguimiento y manejo sustentable de los ecosistemas marinos 
(pesquerías sustentables, prevención de contaminación marina, entre otros); 
fortalecer la prevención de los vertidos de petróleo y las capacidades de mitigación; 

51. desarrollar una estrategia programada y equilibrada en relación con los temas de 
cambio climático; fortalecer las políticas de eficiencia en el uso de la energía y de 
mitigación de los gases de efecto invernadero, incluidas las combinaciones de 
energías más limpias, y la promoción del uso de mecanismos de desarrollo limpios 
en el contexto de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 
Climático y el Protocolo de Kyoto; 

52. continuar desarrollando las políticas ambientales internacionales con el fin de 
reflejar la capacidad del país para ser miembro de la OCDE, así como su creciente 
papel en América Latina y el mundo. 

 
 


